	

	Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado

	Resolución Nº 1114/2007.TC-S3
Sumilla  :  Imponer sanción administrativa a la empresa Constructora Doble M S.A. por el período de seis (6) meses de inhabilitación temporal para contratar con el Estado, por haber incurrido en la infracción tipificada en el literal b) del artículo 205 del Decreto Supremo N.º 013-2001-PCM.
Lima, 14.AGOSTO.2007
Visto, en sesión de fecha 13.08.2007 de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente N.º 724/2005.TC sobre la aplicación de sanción iniciado a la empresa Constructora Doble M S.A. por supuesta responsabilidad en el incumplimiento injustificado de las obligaciones derivadas del Contrato N.º 259-2003-GG-PJ, dando lugar a que este se resuelva, relacionado con el proceso de selección Adjudicación Directa Pública N.º 003-2003-OI-GG-PJ convocada por el Poder Judicial, para la ejecución de la obra: “Conclusión del local de los juzgados de Utcubamba”; oído el informe oral en la Audiencia Pública realizada el 06 de agosto de 2007; y atendiendo a los siguientes:     
ANTECEDENTES: 
1.       El Poder Judicial, en lo sucesivo la Entidad, convocó a la Adjudicación Directa Pública N.º ADP-003-2003-OI-GG-PJ para la ejecución de la obra “Conclusión del local de los juzgados de Utcubamba”. 
2.       El 27 de octubre de 2003, se suscribió el Contrato N.º 259-2003-GG-PJ[1] con la empresa Constructora Doble M S.A., en lo sucesivo la Contratista,  por el monto de S/.794,187.38 Nuevos Soles, fijándose en 80 días naturales el plazo de ejecución de la obra.  
3.       Por Carta Notarial N.º 006-2004-OI-GG-PJ[2], recibida el 18 de marzo de 2004, la Entidad requirió a la Contratista en virtud del artículo 144 y en el plazo indicado en dicho artículo, reiniciar los trabajos, superar el atraso y culminar la obra, bajo apercibimiento de resolver de pleno derecho. 
4.       Por Carta Notarial N.° 008-2004-OI-GG-PJ[3], notificada por conducto notarial el 14 de mayo de 2004, la Entidad comunicó a la Contratista la expedición de la Resolución Administrativa de la Gerencia General del Poder Judicial N.º 377-2004-GG-PJ[4] de 07 de mayo de 2004, que dispuso resolver el contrato de obra N.° 259-2003-GG-PJ. Dicha carta también estableció la realización de la Constatación Física de la Obra e inventario de materiales. 
5.       El 19 de mayo de 2004, la Contratista por Carta N.° 126-2004/CDMSA solicitó a la Entidad someter a arbitraje la controversia relativa a la resolución del contrato de obra, designando como árbitro al Dr. Joel Miranda Villanueva. 
6.       El 25 de mayo de 2004, mediante Carta Notarial N.° 033-2004-GG-PJ, la Entidad contestó la solicitud de arbitraje, designando como árbitro al Dr. Daniel Henostroza de la Cruz. 
7.       El 31 de mayo de 2004, la Contratista solicitó al Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado la designación del Presidente del Tribunal Arbitral. 
8.       Por Resolución N.° 216-2004-CONSUCODE/PRE de 02 de  junio de 2004, la Presidencia de CONSUCODE designó como Presidente del Tribunal Arbitral al Dr. Fabián Félix Susanibar Tello. 
9.       El 04 de febrero de 2005, el Tribunal Arbitral emitió el Laudo Arbitral de Derecho[5] expedido en mayoría por los doctores Fabián Félix Susanibar Tello y Daniel Henostroza de la Cruz, que resolvió:  
-          PRIMERO.- Declarar infundada la pretensión principal de la demanda, referida a la nulidad de la Resolución Administrativa de la Gerencia General del Poder Judicial N.º 377-2004-GG-PJ, de fecha 07 de mayo de 2004, que resolvió el contrato de obra N.º 259-2003-GG-PJ.
-          SEGUNDO.- Declarar improcedente la primera pretensión accesoria de la demanda referida a la “devolución” del contrato de obra N.º 259-2003-GG-PJ.
-          TERCERO.- Declarar infundada la segunda pretensión accesoria de la demanda, referida al pedido de ampliación del plazo por el período comprendido entre el 14 de mayo de 2004 hasta la fecha de devolución del terreno para la culminación de los trabajos pendientes por parte de Constructora Doble M.
-          CUARTO.- Declarar infundada la tercera pretensión accesoria de la demanda, referida al reconocimiento de los gastos generales por el período del 14 de mayo de 2004 hasta la fecha de devolución del terreno para la culminación de los trabajos pendientes por parte de Constructora Doble M.
-          QUINTO.- Declarar infundada la cuarta pretensión accesoria de la demanda referida al pago de los intereses devengados desde la fecha en que debió pagarse la valorización de los gastos generales, hasta la fecha en que se verifique su cancelación total.
-          SEXTO.- Respecto a las costas y costos del proceso arbitral, teniendo en cuenta el adecuado comportamiento de las partes en relación a las normas del Debido Proceso, este Tribunal resuelve que cada una de las partes asuma estos conceptos en partes iguales. 
10.   El 08 de junio de 2005, la Entidad solicitó al Tribunal la imposición de sanción administrativa a la Contratista por la supuesta comisión de la infracción tipificada en el literal b) del artículo 205 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.° 013-2001-PCM. 
11.   Mediante decreto de fecha 09 de junio de 2005, a fin de iniciar procedimiento administrativo sancionador, de ser el caso, el Tribunal requirió a la Entidad remita, entre otros, copia de los antecedentes administrativos del proceso de selección, así como el informe técnico o legal de su asesoría sobre la procedencia de la sanción contra la Contratista.
12.   Por decreto de 11 de julio de 2005, se reitero a la Entidad cumpla con remitir la información y documentación solicitada por el Tribunal.
13.   Por escrito N.º 03, recibido el 20 de julio de 2005, la Entidad remitió al Tribunal la información y documentación solicitada; por lo que, con fecha 21 de julio de 2005, el Tribunal dispuso iniciar procedimiento administrativo sancionador en contra de la Contratista, por supuesta comisión de la infracción tipificada en el literal b) del artículo 205 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.° 013-2001-PCM, emplazándolo para que dentro del plazo de diez días cumpla con presentar su escrito de descargos.
14.   El 12 de agosto de 2005, el Gerente General de la Contratista presentó su escrito de descargos[6] manifestando lo siguiente:
a)      Refiere que el laudo no está consentido y por ello  no es eficaz para las partes y menos puede determinarse de él, que la resolución contractual de la Entidad es válido, al haber interpuesto acción judicial de anulación de laudo, conforme a lo establecido en el artículo 61 de Ley General de Arbitraje N.º 26572 que regula el recurso de anulación.
b)      Invoca la exención de la sanción por los siguiente fundamentos:
b.1. El requerimiento sin plazo: Refiere que aún cuando el Laudo declaro que era válida la Carta Notarial N.º 006-20004-IO-GG-PJ, se debe advertir que el plazo del requerimiento no fue compelido en forma expresa y cierta de tal forma que creo un estado de indefensión en su representada, que culminó con la resolución hecha efectiva por la Entidad.
b.2. Incumplimiento no significativo: Señala que puede constatarse de la Valorización Final de Obra practicada por el Ing. Supervisor Walter Grosso Fernández y remitida mediante Carta N.º 045-2004-GF-SUPERVISOR de fecha 03.06.2004, que el avance de la obra era del orden del 96.36 por ciento, de modo que el saldo por ejecutar alcanzaba el 3.64 por ciento. Esto significa que la Entidad tenía la opción de intervenir el contrato desde la fecha en la cual constataron que la máxima penalidad por mora se habría agotado. Agrega que, en efecto, faltando sólo el 3.64 por ciento y agotada la penalidad en 2 días adicionales la obra quedaba culminada, puesto que todos lo materiales de este saldo por ejecutar se encontraban en obra, tal como se puede verificar en el Acta de Constatación Física de Obra e Inventario de fecha 21.05.2004, en presencia del Notario y de los Ing. Raphael Bello Durand e Ing. Carlos Cortijo Narváez.  
b.3. Causa justa en la demora en la culminación de la obra: Si bien es cierto, en el Laudo se ha desestimado su pedido de ampliación de plazo,  no puede dejarse de considerar que había una causa justa ajena a la voluntad del Contratista, toda vez que el único proveedor del insumo calaminon no pudo cumplir con la entrega oportuna del pedido de materiales tal como consta de las comunicaciones remitidas por la empresa Estructuras Industriales EGA S.A., mediante Carta N.º RG-5532-04 de 16.03.2004 y RG-5543-04 29.03.2004.
b.4. Criterio de aplicación de la causal de sanción: Señala que no hubo intencionalidad en el Contratista desde que han demostrado que los insumos requeridos para culminar la obra no pudieron ser entregados por el único proveedor por sobre-producción. Además, todo el material fue entregado en el Acta de Constatación Física e Inventario de modo que sólo quedaba pendiente invertir el dinero para su colocación. Agrega que, la Entidad no habría sufrido daño alguno, más aún si se benefició con la máxima penalidad por mora. No hay reiterancia en la infracción imputada. 
15.   Por decreto de 15 de agosto de 2005, se dispuso remitir el expediente a la Sala Única del Tribunal para que emita el pronunciamiento correspondiente.
16.   El 24 de octubre de 2006, la Sala Única del Tribunal requirió información adicional a la empresa Estructuras Industriales Ega S.A. y a la Contratista.
17.   El 10 de noviembre de 2006, el Presidente de Directorio de la empresa Estructuras Industriales EGA S.A.  informó al Tribunal por escrito s/n[7] que la Carta RG 5532-04 no fue informada a ningún ejecutivo ni mucho menos al representante legal, que la empresa no tuvo ningún retraso en la entrega del material solicitado por el cliente dado que la orden de compra 031-2004/CDMSA fue recibida el 23.03.2004, de acuerdo a las condiciones de venta esta fue pactada al contado, para lo cual se requirió un abono previo a la fabricación del material, el cual fue efectuado en el Banco de Crédito el 23.03.2004.
Señala además, que el material fue recogido parcialmente el 02.04.2006 de acuerdo a sus políticas de despacho el 15.04.2006, luego de la verificación del pago del saldo de material efectuado en el Banco Continental el 14.04.2006[8].
18.   El 10 de noviembre de 2006, la Contratista remite la información requerida, y señaló lo siguiente: 
· En la Orden de Compra N.º 031-2004/CDMSA[9] de 23 de marzo de 2004, dirigida a la empresa Estructuras Industriales EGA S.A., consta el pedido del material Calaminon T- acero aluminizado con espesor de 0.40 mm. 
· Orden de Compra N.º 022-2004/CDMSA[10] de 08 de marzo de 2004, en el cual se solicita el material indicado arriba pero con espesor de 0.50 mm. Refiere que en principio el requerimiento era por dicho espesor, sin embargo el asesor técnico de la empresa Estructuras Industriales EGA S.A. les comunicó que no contaban con dicho espesor. 

· Carta RG-5520-04[11] de fecha marzo de 2004 suscrita por el Asesor Técnico, Ricardo Gómez Morales, quien les comunicó además de los antes mencionado que como alternativa se puede trabajar con el espesor 0.40 mm cumpliendo con las normas técnicas. Por eso desde el 08.03.2004 propugnaron que la Entidad aceptara el nuevo espesor por necesidad del mercado, de modo que se presentó la Orden de Compra N.º 031-2004/CDMSA. 
19.   El 05 de diciembre de 2006, el Presidente de Directorio de la empresa Estructuras Industriales EGA S.A. por escrito s/n[12]  informó al Tribunal que al 16 de marzo de 2004 la empresa Estructuras Industriales EGA S.A. era el único proveedor del producto Calaminon T. 
20.   El 27 de marzo de 2007, la Contratista formuló mayores alegatos y reiteró la solicitud de uso de la palabra.
21.   El 20 de abril de 2007, se remitió el expediente administrativo a la Tercera Sala del Tribunal para que resuelva.
22.   El 17 de mayo de 2007, la Tercera Sala del Tribunal requirió información adicional a la Primera Sala Superior en lo Civil de Lima.
23.   El 05 de junio de 2007, la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima remitió la información solicitada[13].
24.   El 26 de junio de 2007, la Contratista formuló mayores alegatos.
25.   El 06 de agosto de 2007, se llevó a cabo la diligencia de Audiencia Pública con la participación de la Contratista.
FUNDAMENTOS: 
1.             El presente procedimiento administrativo sancionador fue iniciado en contra de La Contratista por supuesta responsabilidad en el incumplimiento injustificado de obligaciones del Contrato N.º 259-2003-GG-PJ[14], dando lugar a que este se resuelva, infracción que se encontraba tipificada en el literal b) del artículo 205 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 013-2001-PCM[15], norma vigente al momento de suscitarse los hechos. 
Al respecto, debe tenerse presente que para la configuración del supuesto de hecho de la norma que contiene la infracción invocada, se requiere previamente acreditar que el contrato fue resuelto por causas atribuibles al contratista de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 144 del Reglamento[16]. 
2.             Sobre el particular, La Entidad ha remitido a La Contratista dos Cartas, diligenciadas por conducto notarial el 18 de marzo de 2004 y 14 de mayo de 2007, respectivamente. Mediante la primera, La Contratista fue requerida para el cumplimiento de sus obligaciones, y a través de la segunda, se le notificó la Resolución Administrativa de la Gerencia General del Poder Judicial N.º 377-2004-GG-PJ que dispuso resolver el contrato N.° 259-2003-GG-PJ. 
De lo expuesto, se colige que la Entidad observó diligentemente el procedimiento de resolución del contrato establecido en el artículo 144 del Reglamento, condición necesaria para la configuración del supuesto de hecho tipificado en la infracción imputada a La Contratista. 
3.             En segundo lugar, corresponde determinar si la Contratista es responsable del incumplimiento injustificado de las obligaciones derivadas del citado contrato. Es decir, si las prestaciones pactadas en ella fueron incumplidas por negligencia o de manera intencional, puesto que en el supuesto de haberse producido por razones de fuerza mayor o caso fortuito, estaremos ante causas justificantes de la inejecución de obligaciones.  
CON RELACIÓN A LA DEMANDA DE ANULACIÓN DE LAUDO ARBITRAL INTERPUESTA POR LA CONTRATISTA 
4.             Sobre los hechos materia de análisis, el Gerente General de Constructora Doble M S.A. mediante escrito presentado el 12 de agosto de 2005, manifestó que el Laudo Arbitral expedido el 04 de febrero de 2005 en mayoría, no había quedado consentido y por ello no es eficaz para las partes y menos puede determinarse de él, que la resolución contractual de la Entidad es válida, por cuanto su representada ha interpuesto demanda de Anulación de Laudo ante el Órgano Jurisdiccional, conforme a lo establecido en el artículo 61 de la Ley General de Arbitraje N.º 26752[17]. 
Respecto a lo señalado en el párrafo anterior por la Contratista, el Tribunal requirió información adicional a la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia sobre el estado actual de la acción judicial interpuesta por la Contratista; en respuesta a dicho requerimiento el Presidente de dicha Sala remitió el Oficio N.º 1074-05-1SCJ-CSJ/PJ adjuntando los actuados respectivos, mediante los cuales informó que en relación al estado del proceso según el sistema de seguimientos de expedientes, dichos autos fueron resueltos con fecha 15 de diciembre de 2005 habiéndose declarado infundado el recurso de anulación de laudo arbitral.  
En consecuencia, no existe impedimento alguno para que el Tribunal se pronuncie respecto a la controversia surgida del contrato de obra celebrado entre la Entidad y el Contratista, en virtud a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 53 del Decreto Supremo N.º 012-2001-PCM[18] y artículo 83[19] de la Ley General de Arbitraje N.º 26572. 
CON RELACIÓN A LA SUPUESTA RESPONSABILIDAD DE LA CONTRATISTA EN EL INCUMPLIMIENTO INJUSTIFICADO DE LAS OBLIGACIONES DERIVADAS DEL CONTRATO, DANDO LUGAR A QUE ESTE SE RESUELVA
5.             Respecto del literal b.1 del numeral 14 de los antecedentes, corresponde indicar que este argumento fue materia de pronunciamiento en el Laudo Arbitral expedido el 04 de febrero de 2005, en la primera alegación del primer punto controvertido:   
“(…)
1.4º Bajo este marco contractual, mediante Carta Notarial Nº 006-2004-OI-GG-PJ, ofrecida por ambas partes, como Anexo 1k de la demanda, y Anexo 1M de la contestación, el Poder Judicial comunicó a Constructora Doble M S.A. que “en virtud del artículo 144º y en el plazo indicado en este articulo, a partir de de recibida la presente, deberá reiniciar los trabajos, superar el atraso y culminar la obra, bajo apercibimiento de que el contrato quede resuelto de pleno derecho”. 
(…)
1.8º. Efectivamente afirmar que la Carta Notarial Nº006-2004-OI-GG-PJ no ha señalado plazo alguno, podría ser admisible si se tratara de una adquisición o contratación distinta al Contrato de Obra (como podría verificarse en una adquisición de bienes o prestación de servicios), pues en todos esos casos el Reglamento no ha fijado un plazo específico, sino un límite mínimo y máximo para que la Entidad fije el plazo en cada caso concreto, y a través de la respectiva carta notarial. En cambio, cuando se trata de Contratos de Obra opera una regla totalmente distinta a la anterior, pues para este tipo de contratos en particular, el Reglamento si ha establecido, en forma clara y expresa, un plazo específico de quince días; por lo que, en cuanto a este extremo, los argumentos de Constructora Doble M S.A. no resultan atendibles.
(…)
1.10. En tal virtud la posición defendida por la demandante, Constructora Doble M S.A., no es sostenible en cuanto a este punto, pues la entidad demandada, el Poder Judicial, sí cumplió con indicar el plazo en el cual debía darse cumplimiento total al Contrato de Obra Nº259-2003-GG-PJ – Contrato de Obra: “Conclusión del Local de Juzgados de Utcubamba.
(…)”. 
6.             Respecto del literal b.2 del numeral 14 de los antecedentes, corresponde señalar que la intervención a que hace referencia la Contratista, es responsabilidad de los funcionarios de la Entidad, dar cumplimiento a lo estipulado en la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado, así como a lo establecido en las bases administrativas del proceso de selección y el contrato suscrito el  27 de octubre de 2003.   
El Tribunal Arbitral al declarar infundada la pretensión principal de la demanda, referida a la nulidad de la Resolución Administrativa de la Gerencia General del Poder Judicial N.º 377-2004-GG-PJ de 07 de mayo de 2004, ratificó la decisión adoptada por la Entidad  de resolver el Contrato N.º 259-2003-GG-PJ suscrito con la empresa Constructora Doble M S.A., por haber incurrido en las causales previstas en los incisos a), c) y d) del artículo 143[20] del Reglamento.  
7.             La Contratista en su escrito de descargos ha señalado que existió causa justa en la demora en la culminación de la obra.  Sobre este argumento el Tribunal Arbitral en la tercera alegación del primer punto controvertido señaló: 
“(…)
1.13º. Respecto a la tercera y última alegación contenida en la demanda, en el sentido que el atraso en la terminación de la obra: “Conclusión del Local de los Juzgados de Utcubamba”, se debería a circunstancias de caso fortuito o fuerza mayor, es de precisar que, en principio, de acuerdo al Principio Fundamental del Derecho Procesal positivizado en los artículos 196º y 200º del Código Procesal Civil, “la carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos”; por lo que, en consecuencia, “si no se prueban los hechos que sustentan la pretensión, la demanda será declarada infundada”.  
1.14º. Aplicando este principio al presente proceso, tenemos que en el escrito de demanda, Constructora Doble M S.A. hace referencia a un conjunto de documentos con los cuales se acreditaría la existencia de un evento de caso fortuito o fuerza mayor; sin embargo, no ha cumplido con ofrecer los originales o copias de dichos documentos como medios probatorios, por lo que no es posible verificar la veracidad de las afirmaciones que configuran su pretensión, y por tanto, esta alegación debe ser desestimada”. 
 1.15º. Sin perjuicio de lo expuesto, de acuerdo a lo pactado expresamente por las partes en la Cláusula Décima Quinta del Contrato de Obra N.º 259-2003-GG-PJ – Contrato de Obra: “Conclusión del Local de los Juzgados de Utcubamba”, “para que los hechos descritos como causas de fuerza mayor o caso fortuito puedan constituir causas justificables que impidieron o demoraron la ejecución de los trabajos, dando lugar a retrasos en la entrega de ella, EL CONTRATISTA deberá recabar del Inspector o Supervisor, dentro de los cinco (05) días de ocurrido el hecho, un certificado que de constancia de la existencia del impedimento, sin el cual de ninguna manera y por ningún motivo habrá lugar a la ampliación del cronograma de trabajos o del plazo y/o excepción del pago de penalidades”.           
1.16º. De la revisión del escrito de demanda y sus anexos, se aprecia que Constructora Doble M S.A. no cumplió con tramitar el certificado que le hubiera permitido acreditar el evento de caso fortuito o fuerza mayor, a tal punto que ni siquiera hace mención a este certificado en su escrito de demanda; por lo que, la no haberse seguido el procedimiento establecido por las partes en el Contrato respectivo, esta alegación no resulta amparable.
(…)”.  
8.             En el caso materia de análisis,  la Contratista en su escrito de descargos manifestó que el único proveedor del producto calaminon T no pudo cumplir con la entrega oportuna del pedido de materiales tal como consta de las comunicaciones remitidas por la empresa Estructuras Industriales EGA S.A., mediante Carta N.º RG-5532-04 de 16.03.2004 y RG-5543-04 de 29.03.2004. 
9.             El Tribunal a efectos de tener mayores elementos de juicio al momento de resolver el presente procedimiento, y en aplicación del numeral 1.3 del artículo IV del Titulo Preliminar[21] de la Ley del Procedimiento Administrativo General N.º 27444 requirió información a la empresa Estructuras Industriales EGA S.A.  
En respuesta a dicha solicitud el Presidente de Directorio de Estructuras Industriales EGA S.A., por escrito de 10 de noviembre de 2006, señaló que la Carta N.º RG-5532-04 enviada por Ricardo Gómez Morales no fue informada a ningún ejecutivo ni muchos menos ningún representante legal. Que su representada no tuvo ningún retraso en la entrega del material solicitado por el cliente dado que la orden de compra 031-2004/CDMSA fue recibida el 23.03.2004 de acuerdo a sus condiciones de venta esta fue pactada al contado, para lo cual requirió un abono previo a la fabricación del material, el cual fue efectuado en el Banco de Crédito el día 23.03.2004. Con fecha 05 de diciembre de 2006 el Presidente de Directorio de Estructuras Industriales EGA S.A. informó que al 16 de marzo de 2004 era el único proveedor del producto Calaminon T. 
10.         Al respecto, cabe precisar que es responsabilidad de la Contratista contar con los materiales necesarios para la ejecución de la obra conforme a lo estipulado en el contrato.  Que la presentación de la Carta por la empresa Estructuras Industriales EGA S.A. el 10 de noviembre de 2006, no enerva la decisión adoptada por el Tribunal Arbitral, relacionado con la responsabilidad de la Contratista en la resolución del Contrato N.º 259-2003-GG-PJ. Sin perjuicio de ello, se considera que dicho documento debe ser evaluado por el Colegiado como factor atenuante al momento de imponer la sanción administrativa.  
11.         En base a lo consignado, y teniendo en cuenta el carácter imperativo del Laudo Arbitral, este Colegiado considera que se ha configurado la infracción prevista en el literal b) del artículo 205 del Reglamento de la Ley de contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 013-2001-PCM, el cual establece una sanción administrativa de inhabilitación al infractor, en su derecho para contratar con el Estado y participar en procesos de selección, por un período no menor de uno ni mayor a dos años. 
12.         En cuanto a la graduación de la sanción imponible, es importante señalar que el artículo 209 del Decreto Supremo N.º 013-2001-PCM, establece los criterios que serán tomados en cuenta al momento de determinar la sanción a imponerse.   
En tal sentido, se debe tener en cuenta la conducta procesal de la Contratista, quien se apersonó al procedimiento y presentó su escrito de descargos. Que la Contratista no ha sido pasible de sanción administrativa por este Tribunal en oportunidad anterior, la condición del infractor, quien por su habitualidad y experiencia en la participación de procesos de selección debió haber procedido de una manera más diligente y prudente a fin de corresponder a la confianza depositada por la Entidad al momento de suscribir el Contrato. A ello se suma que el monto del contrato suscrito asciende a S/. 794,187.38 Nuevos Soles.  
Asimismo, se debe considerar que la Contratista se encontraba impedida de realizar acciones necesarias para la obtención del producto Calaminon T con otras empresas, por cuanto la empresa Estructuras Industriales EGA S.A. era el único proveedor del producto antes citado, quien mediante Cartas N.º RG 5520-04[22] de 09 de marzo de 2004, N.º RG-5532-04[23] de 16 de marzo de 2004 y N.º RG-5543-04[24] de 29 de marzo de 2004 comunicó a la Contratista las dificultades que tenía para entregar los bienes requeridos, sea porque no contaban con el espesor de 0.50 mm de Calaminon modelo T solicitado o por motivos de sobre producción. 
Por último, debe tenerse en cuenta que obra en el expediente administrativo la Carta N.º 45-2004-.G.F.-SUPERVISOR[25] de 02 de junio de 2004, recibida por la Entidad el 03 de junio de 2004, mediante la cual el Supervisor Ing. Walter Grosso Fernández, informó que la ejecución de la obra tenía un avance real acumulado a la fecha de 96.36% obra atrasada.     
13.         El principio de razonabilidad que aconseja que las sanciones no deben ser desproporcionadas y que deben guardar atención con la conducta a reprimir, atendiendo a la necesidad de que las empresas no deban verse privadas de su derecho de proveer al Estado más allá de lo estrictamente necesario para satisfacer los fines de la sanción, criterios que serán tomados en cuenta al momento de fijar la sanción a imponerse a la Contratista. 
      Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del vocal ponente Dr. Juan Carlos Valdivia Huaringa y la intervención de los señores vocales Dr. Carlos Navas Rondón y Dra. Mónica Yadira Yaya Luyo, en reemplazo de la Dra. Janette Elke Ramírez Maynetto por ausencia justificada, atendiendo a la reconformación de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución N.º 279-2007-CONSUCODE/PRE, expedida el 21 de mayo de 2007, así como lo establecido en el Acuerdo de Sala Plena del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado N.º 005/003 del 4 de marzo de 2002 y N.º 005/2007 de 11 de abril de 2007, y en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 53, 59 y 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por unanimidad; 
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LA SALA RESUELVE:  
1.          Imponer sanción administrativa a la empresa Constructora Doble M S.A. por el período de seis (6) meses de inhabilitación temporal en su derecho de presentarse en procesos de selección y contratar con el Estado, sanción que entrará en vigencia a partir del cuarto día hábil siguiente de notificada la resolución. 
2.          Poner en conocimiento de la Subdirección del Registro Nacional de Proveedores del Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado para las anotaciones de Ley.
REGÍSTRESE, COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE.
ss.
Valdivia Huaringa
Navas Rondón
Yaya Luyo 


